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INTRODUCCIÓN 

Las políticas públicas, por definición, deben orientar la acción pública.  Son un reflejo 
de la voluntad política del Estado y de las presiones de los diferentes actores sociales, 
y aun cuando no sean explícitas, marcan pautas que influyen tanto en las decisiones 
de los actores públicos, como en las decisiones de los agentes privados.   

El desarrollo rural está condicionado por políticas que tienen lugar en tres niveles 
diferentes: (a) el nivel macroeconómico, (b) el nivel sectorial y (c) el nivel territorial.  
En esta sinopsis se analiza la importancia de estas políticas en la conformación de 
una política de desarrollo rural, tomando como contexto el proceso de reformas en el 
que han estado inmersos la mayoría de países de América Latina y el Caribe durante 
las últimas dos décadas.  En el documento se identifican y repasan tres generaciones 
de reformas:  (a) reformas macroeconómicas; (b) reformas para dar mayor 
participación al mercado; y (c) reformas institucionales.   

Las políticas macroeconómicas aportan el marco general que condiciona las políticas 
territoriales y sectoriales.  Las políticas territoriales –entre  las que se sitúan las 
políticas de desarrollo rural– otorgan el marco para articular y darle proyección 
espacial a las políticas sectoriales, las que, a su vez, reflejan las prioridades de 
intervención de los entes públicos y privados.  Las políticas sectoriales definen los 
componentes de una estrategia de desarrollo rural. 

 

EL MARCO DE LAS REFORMAS DE POLÍTICA 

Durante las últimas dos décadas los países de ALC han estado inmersos en 
diferentes procesos de ajuste a sus modelos de desarrollo. En este sentido, se pueden 
identificar tres generaciones de reformas: (a) las reformas macroeconómicas, (b) las 
reformas para dar mayor participación al mercado (c) las reformas institucionales.  
Cada una de ellas muestra un grado de avance distinto. 

El objetivo inicial de las reformas macroeconómicas fue regresar a escenarios 
macroeconómicos de estabilidad.  Con ellas se pretendía superar los procesos de 
inflación, recesión, desempleo y caída del crecimiento, que  a inicios de la década de 
los ochenta aquejaban a casi todos los países del continente.  La segunda generación 
de reformas –desarrolladas en forma simultánea a las primeras– buscaba redefinir el 
papel del mercado en la economía. Con diferentes énfasis, los cambios en la 
estructura económica para privilegiar al mercado han marcado la esencia de las 
nuevas reglas de juego en la mayoría de países del continente.   

Elaborada  por Adrián Rodríguez, Rafael Echeverri y Sergio Sepúlveda.  
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A la par de estas reformas tiene lugar una amplia 
discusión sobre la forma más eficaz de dinamizar 
los mercados.  Esta discusión está influida por el 
denominado Consenso de Washington, el cual 
privilegia el crecimiento como elemento 
fundamental para lograr el desarrollo económico a 
partir del “efecto de chorreo” –el denominado 
trickle-down–; en otras palabras, se parte de la 
hipótesis de que los beneficios que se derivan de 
una mayor transparencia en los mercados se 
deberían irradiar al resto de la sociedad.  Hoy se 
reconoce que el crecimiento es necesario, pero no 
suficiente para lograr un desarrollo económico 
sostenible y equitativo, especialmente en economías 
que arrastran procesos históricos de desigualdad en 
el acceso a activos y de imperfecciones en el 
funcionamiento de los mercados.  Limitaciones 
como estas son las que generan la necesidad de 
revisar los mecanismos de corrección de 
imperfecciones, distorsiones y asimetrías, de 
manera que se puedan aprovechar las 
potencialidades que ofrecen las instituciones de 
mercado para un desarrollo más dinámico y 
efectivo.   

Las reformas institucionales –la tercera generación 
de reformas– pretenden crear las condiciones 
necesarias para darle viabilidad a las dos primeras 
generaciones de reformas, en un contexto en el que 
se cuestiona el alcance de la crítica del Estado que 
se dio como parte del Consenso de Washington.  

Es en el plano de la estabilidad macroeconómica –
primera generación de reformas– donde mayores 
logros se pueden esgrimir, a pesar de que la 
situación de muchos países sigue siendo volátil y 
vulnerable. La estabilidad se mantiene como meta 
clara, al igual que sigue vigente la discusión sobre 
los mecanismos, estrategias y costos de los ajustes 
efectuados.  En el plano de la generalización de las 
reglas de mercado –segunda generación de 
reformas– se identifican logros menores, en medio 
de una prolífica agenda de reformas.  Los mercados 
se mantienen aún sumamente distorsionados y 
acusan grandes imperfecciones, asimetrías e 
ineficiencias.  El Estado se ha ajustado a nuevas 
reglas, pero con gran confusión y numerosos 
debates sobre sus nuevas responsabilidades.   

La visión de política pública que busca potenciar el 
rol del mercado apunta a una redefinición del 
concepto de Estado de Bienestar, pero no 
necesariamente debe implicar la renuncia a una 
acción directa del Estado en la provisión de las 
condiciones básicas de desarrollo humano que 
atiendan a propósitos de justicia social y viabilidad 
política. La potenciación del rol del mercado pasa 
por una evaluación de los costos y beneficios de la 
intervención del Estado en la economía, así como 
de su papel en la definición de reglas del juego 
claras para la operación transparente y eficiente de 
los mercados.   

En el caso de ALC lo que se cuestionaba era el 
concepto de Estado de Bienestar que había 
prevalecido en la mayoría de los países hasta 
finales de la década de los setenta y que se 
caracterizaba por una fuerte intervención estatal en 
la economía, lo que generaba numerosas 
distorsiones (por protección asimétrica, 
distribución de rentas, etc.).  Pareció darse por 
sentado, no obstante, que toda forma de 
participación estatal era negativa y que su 
sustitución por la acción del mercado debía 
redundar en beneficios para la sociedad.  Así lo 
atestiguan los programas de reforma del Estado 
que se dieron en este contexto, los cuales se 
orientaron casi exclusivamente a reducir el tamaño 
del Estado mediante la privatización amplia y 
generalizada de muchas de las actividades 
económicas que hasta entonces habían figurado 
dentro de su ámbito de competencia. 

En el ámbito interno la privatización de funciones 
tradicionalmente exclusivas de la gestión pública 
ha dado paso a un papel emergente de nuevos 
actores privados y al debilitamiento y en algunos 
casos a la desaparición de la institucionalidad que 
caracterizaba, hasta entonces, la intervención estatal 
en la agricultura y el medio rural.  Igualmente 
importantes han sido las políticas de 
descentralización orientadas a otorgarles mayor 
autonomía a instancias de gestión local y regional, 
en su papel de autogestores del desarrollo.  En el 
ámbito externo destaca la construcción de agendas 
supranacionales con nuevos arreglos institucionales 
y nuevas reglas de juego.  
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Los cambios que se impulsaron como parte de los 
procesos de reforma del Estado han modificado 
cualitativamente la institucionalidad para el 
desarrollo rural, al inducir la desaparición o el 
debilitamiento de las organizaciones públicas que 
apoyaban las estrategias de intervención y fomento 
sectorial agrícola.  Igual efecto ha tenido el 
desplazamiento de la responsabilidad pública hacia 
una compleja gama de organizaciones, que si bien 
se desenvuelven en el ámbito social y económico, 
atentan contra la capacidad de respuesta de las 
instituciones que tradicionalmente se habían 
ocupado de la política de desarrollo rural.  

Las reformas institucionales adquieren gran 
relevancia como parte del replanteamiento de las 
políticas públicas de desarrollo rural que conlleva 
la adopción de un enfoque territorial.  Por ejemplo, 

la nueva institucionalidad supone el desarrollo de 
procesos tales como el fortalecimiento de los 
gobiernos locales, el desarrollo de mecanismos de 
articulación interinstitucional (e.g. entre 
ministerios, entre organizaciones públicas y 
organizaciones de la sociedad civil, entre gobiernos 
nacionales y regionales y gobiernos locales, entre el 
sector público y el sector privado), el desarrollo de 
mecanismos de negociación en el ámbito nacional, 
regional y local, y la creación de mecanismos pluri-
municipales.  En la Sinopsis No. 1, Desarrollo Rural 
Enfoque Territorial (enero, 2003) se exploran dos 
elementos que destacan en este nuevo contexto: (a) 
la redefinición del papel del Estado y de la 
institucionalidad rural, y (b) la creación de arreglos 
que permitan potenciar la cooperación local como 
elemento fundamental de gestión.  

 

POLÍTICAS MACROECONÓMICAS  

Las reformas macroeconómicas impulsadas 
significaron el replanteamiento del papel del 
Estado y en general un cuestionamiento de su 
discrecionalidad en el manejo macroeconómico 
como instrumento privilegiado de promoción del 
desarrollo.  Durante la primera fase de las reformas, 
se redefinieron las reglas del juego, sobre todo en lo 
concerniente a objetivos como estabilidad del tipo 
de cambio, manejo fiscal, estructura tributaria, 
control de la inflación y política comercial.  La 
transformación que se produjo en el manejo de 
algunas de las variables básicas de la economía 
tuvo un impacto diferenciado según sectores 
económicos, regiones, grupos poblacionales o 
procesos afectados.  Por otra parte, la principal 
consecuencia de haber privilegiado al mercado 
como institución fue la revisión del papel del 
Estado en las dinámicas económicas, en la 
inversión, en el empleo, en la producción de bienes 
y en la prestación de servicios.   

En el contexto de las dos primeras generaciones de 
reformas, las políticas macroeconómicas se 
convirtieron en el marco condicionante de las 
políticas sectoriales y territoriales.  Por lo tanto, las 
estrategias sectoriales rurales de orden económico o 
social se ven influidas, con frecuencia, por 
decisiones de orden macroeconómico que pueden 
alterar los resultados obtenidos por años de política 
sectorial o de desarrollo rural.   

Entre las políticas macroeconómicas que más 
inciden en las políticas de desarrollo rural están la 
política fiscal, la política cambiaria, la política 
comercial y la política monetaria y financiera.  En la 
definición de estrategias y políticas de desarrollo 
rural es importante tener en cuenta el marco             
-oportunidades y restricciones– que define este tipo 
de políticas.  

Política fiscal.  El manejo y la administración de las 
finanzas públicas expresan la orientación del 
Estado con respecto al conjunto de la economía y 
permiten establecer la visión que tiene el país sobre 
el papel económico del Estado.  Entre los 
componentes de la política fiscal que son relevantes 
para la política de desarrollo rural están:  (a) el 
manejo fiscal (parámetros básicos para la 
evaluación del equilibrio fiscal – condiciona la 
asignación de flujos de inversión en los territorios 
rurales); (b) la asignación sectorial del gasto público 
(refleja las prioridades para la asignación del gasto 
público entre los diferentes sectores de política 
pública); (c) la distribución territorial de gasto 
público (refleja las prioridades y estrategia para la 
asignación de los recursos públicos entre el nivel 
central y las entidades territoriales); (d) la 
distribución del gasto por instrumentos de política 
(por ejemplo, la concentración de gasto en bienes 
públicos de infraestructura, en tecnología, en 
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subsidios directos, en capital humano, etc.); y (e) la 
estrategia de endeudamiento externo. 

Política cambiaria.  La política cambiaria define los 
criterios e instrumentos políticos, económicos e 
institucionales para el manejo de los términos de 
intercambio de la moneda nacional.  Es uno de los 
componentes de mayor impacto en la economía 
agrícola y en la inversión rural, pues el manejo del 
tipo de cambio (e.g. estrategias de estabilización, 
compensación o control) resulta en procesos de 
devaluación o sobrevaluación cuyos efectos, tanto 
en el ámbito sectorial como en el conjunto de la 
conomía, influyen, positiva o negativamente en las 
estrategias de desarrollo rural. 

Política comercial.  Dos dimensiones de la política 
comercial condicionan, en gran medida, las 
políticas de desarrollo rural: (a) el marco de los 
acuerdos comerciales, y (b) la política comercial 
agrícola. 

El marco general de los acuerdos comerciales 
señala las prioridades y las estrategias seguidas por 
los países en su relacionamiento comercial externo, 
en términos de la pertenencia a determinados 
bloques comerciales.  Dichos acuerdos también 
reflejan elementos de la geopolítica externa, los 
cuales pueden favorecer o perjudicar acuerdos con 
determinados países o bloques comerciales. 

Por otra parte, la política comercial agrícola 
describe, concretamente, las negociaciones y los 
acuerdos suscritos por el país en relación con el 
sector agrícola.  Este sector, vulnerable en casi toda 
la región, está sujeto, en muchos países, a acuerdos 
especiales de comercio que definen, en buena 
medida, las estrategias de desarrollo rural.   

Los retos que enfrenta el sector agrícola del 
continente de cara a un eventual ALCA y a las 
próximas rondas de negociaciones en la OMC 
subrayan la importancia de la política comercial en 
el desarrollo de los territorios rurales, 
especialmente en lo que respecta al papel del 
territorio como marco para fortalecer la articulación 
del sector agrícola con otros sectores de la 
economía. 

Política financiera.  El sector financiero tiene un 
gran peso en el ordenamiento del territorio rural.  
Su papel es determinante de las ventajas 
competitivas de la producción agrícola, en tanto 
instrumento clave de los procesos de inversión, 
capitalización y crédito.  Durante los años ochenta y 
noventa, como parte de las reformas y los ajustes 
estructurales, el sector financiero fue objeto de 
cambios importantes que condujeron a un 
incremento significativo en la participación del 
capital externo en el mercado financiero nacional, a 
la vez que se eliminaba la discrecionalidad de las 
instituciones del Estado para el manejo del crédito.   

En ese contexto, desaparecieron esquemas 
privilegiados de financiamiento para el sector 
agrícola y se eliminaron subsidios generalizados, 
elementos característicos de los modelos anteriores. 
En esta nueva circunstancia cabe destacar al menos 
cuatro aspectos de la política financiera que son 
relevantes para las estrategias de desarrollo rural: 
(a) la cobertura del sistema financiero, (b) las tasas 
de interés, (c) la existencia de preferencias 
sectoriales para el acceso al crédito, y (d) la política 
de inversión extranjera. 

 

POLÍTICAS SECTORIALES  

El desarrollo rural se apoya en un conjunto diverso 
de políticas sectoriales que cubren una amplia 
gama de aspectos y dimensiones de la vida rural.  
La principal característica del enfoque territorial es 
que proporciona el marco adecuado para articular 
las políticas sectoriales en territorios rurales 
concretos.  Esta naturaleza transversal de la política 
de desarrollo rural busca superar la idea —
fundamentada en principios sectoriales— que 
identificaba el desarrollo rural con el desarrollo 
agrícola, y reconoce lo urbano, lo ambiental y la 

economía rural no agrícola como elementos 
dinamizadores del medio rural.  Además, aunque 
rescata el valor de las políticas compensatorias 
aplicadas a poblaciones rurales marginales (e.g. 
campesinos, jóvenes rurales y mujeres rurales), 
destaca el equívoco de asociar el desarrollo rural 
únicamente con ese tipo de políticas.  Es este 
sentido de transversalidad y de superación de la 
visión compensatoria del desarrollo rural lo que 
lleva a la transformación de la política de desarrollo 
rural en una política de desarrollo territorial rural –
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i.e. en una política de desarrollo rural con enfoque 
territorial.  

Entre las políticas sectoriales que mayor injerencia 
tienen en la articulación de una política de 
desarrollo rural figuran: (a) las políticas 
productivas agrícolas, (b) las políticas productivas 
no agrícolas, (b) las políticas sociales, (c) las 
políticas ambientales y de recursos naturales, y (d) 
las políticas de infraestructura.  Estas políticas 
constituyen el andamiaje clave de la política 
pública, pues concentran una porción significativa 
de las inversiones y de la estructura institucional de 
los países de la región. 

Políticas productivas agrícolas.  La política 
sectorial agrícolas ha sido históricamente la política 
de mayor incidencia en el desarrollo rural.  Se trata, 
además, de una política que ha estado sujeta a 
modificaciones importantes, orientadas a eliminar 
intervenciones que pudieran distorsionar las 
condiciones del mercado y afectar el 
comportamiento sectorial.  Las subvenciones 
directas se encuentran sometidas a las condiciones 
establecidas en acuerdos comerciales regionales y 
globales y se han eliminado prácticamente todos los 
apoyos directos y subsidios. 

Desde el punto de vista productivo al menos cuatro 
aspectos de las políticas agrícolas siguen siendo 
importantes para las políticas de desarrollo rural: 
(a) financiamiento y acceso a activos, (b) desarrollo 
tecnológico, (c) cadenas productivas, (d) 
comercialización. 

Financiamiento.  Se refiere fundamentalmente a la 
política de crédito para el sector agro-productivo e 
incluye sistemas especiales de crédito y de 
financiamiento a la inversión, fondos públicos de 
crédito, de inversión, capital de riesgo, 
microfinanzas y otras estrategias que fomentan el 
acceso al capital por parte de los productores 
rurales.  Durante los últimos años estas políticas 
han estado, de manera significativa, condicionadas 
por las políticas macroeconómicas financieras y 
monetarias. 

Política de tierras.  La política de tierras 
tradicionalmente ha sido utilizada como un 
instrumento de redistribución de activos 
productivos, especialmente en estrategias de 
desarrollo rural con orientación compensatoria.  El 
ejemplo clásico es la reforma agraria.  Sin embargo, 

durante los últimos años esta política ha 
evolucionado para incluir ámbitos más amplios, 
como son el ordenamiento y el desarrollo de los 
mercados de tierras.  La política de tierras es 
fundamental dentro de una estrategia de desarrollo 
territorial, pues orienta los patrones de distribución 
espacial de la población y de ocupación de dicho 
territorio por distintas actividades productivas.   

Desarrollo tecnológico.  Alude a la estrategia pública 
con respecto a la innovación, la investigación y el 
desarrollo científico y tecnológico y comprende a 
las instituciones y mecanismos de financiamiento 
encargados de fomentarlos.  De particular 
importancia son las estrategias en áreas de 
conocimiento estratégico y de generación de oferta 
tecnológica para productores rurales pequeños y 
medianos, especialmente aquellas que forman parte 
de iniciativas para incentivar procesos de 
modernización y reconversión productiva. 

Cadenas productivas.  Comprende las estrategias, 
públicas o privadas, destinadas a promover los 
encadenamientos productivos, i. e. eslabones de 
valor agregado y "clusters" productivos.  Por 
ejemplo, incentivos y acuerdos que favorezcan las 
alianzas productivas y la interacción entre los 
diversos componentes de los "cluster"  y de las 
cadenas productivas.  Las políticas de cadenas 
productivas suponen una interacción importante 
con las áreas industriales, comerciales y de 
servicios, las cuales conforman un marco mucho 
más amplio de política sectorial, pues participan en 
ellas instituciones ajenas al sector agrícola. 

Comercialización.  Se refiere a instrumentos y 
orientaciones de política relativos a prácticas 
comerciales, reglas de juego, derechos de 
propiedad, derechos del consumidor, información 
comercial, política de precios y otros incentivos a la 
comercialización. 

Políticas productivas no agrícolas.  Los espacios 
territoriales tejidos por la agricultura y 
tradicionalmente clasificados como lo rural, 
incluyen una pujante economía no agrícola que hoy 
demanda alrededor de la mitad de la mano de obra 
rural y de la que depende más de la mitad del 
ingreso de sus pobladores.  La forma en que se ha 
conformado este espacio hace que el desarrollo 
rural supere con creces al desarrollo agrícola.  La 
política de turismo rural y la política minera, por 
ejemplo, son dos políticas sectoriales de gran 
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relevancia para una estrategia de desarrollo rural, 
puesto que ambas utilizan recursos situados, 
exclusivamente, en territorios rurales.   

Políticas sociales.  La especificidad territorial le 
asigna a la política social un papel transversal de 
articulación en espacios territoriales específicos.  
Sus componentes de política educativa, de salud, 
de seguridad social, de empleo y de reducción de la 
pobreza conforman un amplio abanico de acciones 
y programas, instituciones e instancias 
relacionados, todos ellos, con las estrategias de 
desarrollo rural.   

En ese contexto, un nuevo elemento de las políticas 
sociales es el relativo a la incorporación de los 
niveles subnacionales y locales en su ejecución.  Sin 
embargo, la descentralización de la gestión pública 
no es la única instancia política importante y en 
ascenso:  las organizaciones no gubernamentales 
han adquirido también un papel protagónico 
acompañando a la compleja red de instituciones 
que tienen injerencia en la ejecución de políticas 
sociales en el medio rural.  En síntesis, la política 
social para el medio rural forma parte de 

estrategias mayores en las que las autoridades 
sectoriales agrícolas o de desarrollo rural no tienen 
ninguna injerencia.   

Políticas ambientales y de recursos naturales.  
Estas políticas adquirieron particular relevancia 
durante la última década.  Desde el punto de vista 
del desarrollo rural destacan la política de aguas, la 
política de biodiversidad, la política forestal y de 
áreas protegidas, la política de servicios 
ambientales y las políticas de producción limpia.  
Todas ellas plantean grandes oportunidades y 
nuevos rumbos para el desarrollo rural. 

Política de infraestructura.  La política de 
infraestructura es un determinante fundamental de 
las políticas de desarrollo rural, especialmente en el 
contexto actual, en el que muchos países están 
basando la provisión de infraestructura en sistemas 
con un marcado sesgo antirural, tales como los 
sistemas de concesión de obra pública.  Tres 
dimensiones de la política de infraestructura son 
relevantes para las políticas de desarrollo rural: (a) 
la política vial, (b) la política de servicios públicos y 
de vivienda, y (c) la política energética.  

 

POLÍTICAS TERRITORIALES  

Un tercer nivel de política que condiciona las 
políticas de desarrollo rural se denomina en este 
documento “políticas territoriales”.  Son las 
políticas que guardan más relación con el 
desarrollo rural sostenible en sentido moderno, 
pues su ámbito de acción es transversal e 
integrador, i.e., se busca integrar las acciones 

sectoriales que tienen lugar en los diferentes niveles 
territoriales de la gestión pública.  Para efectos de 
análisis se agrupan en: (a) políticas de reforma 
administrativa (descentralización; regionalización; 
gobernabilidad local), (b) políticas urbanas, (c) 
políticas de integración y desarrollo regional, y (d) 
políticas de desarrollo fronterizo.  

 

 

 

RETOS Y OPORTUNIDADES DEL ENFOQUE TERRITORIAL   

El contexto actual presenta –al menos– tres grandes 
retos para los países.  En primer lugar, desarrollar 
la capacidad para coordinar las políticas públicas 
macroeconómicas, sectoriales y territoriales y para 
articularlas en los niveles nacional, regional y local.  
En segundo lugar, la necesidad de superar 
estrategias de desarrollo centralistas y sectoriales, 
que generalmente asocian lo rural con lo agrícola.  
Y en tercer lugar, supera las estrategias de 

desarrollo rural campesinistas, agraristas y de 
asistencia social, que por su parcialidad son 
insuficientes para formar las capacidades que 
requiere la población rural pobre para superar sus 
condiciones de marginalidad, pobreza e 
inseguridad alimentaria.   

El enfoque territorial del desarrollo rural ofrece 
respuestas a dichos retos.  Este enfoque 
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proporciona un marco adecuado para coordinar y 
articular las políticas públicas en territorios rurales 
concretos.  El conjunto de políticas públicas actúan 
sobre el territorio y el desarrollo rural es una 
resultante de la convergencia coordinada y 
articulada de ese cúmulo de política pública.   

En materia de institucionalidad el enfoque 
territorial promueve el desarrollo de estructuras 
que faciliten el diálogo, la cooperación entre actores 
públicos y privados en los niveles nacional, 
regional y local, así como un mayor flujo de 
inversión hacia la agricultura y la vida rural.  En la 
actualidad, las instituciones públicas y privadas 
conforman redes interactivas que  les permiten a los 
agentes privados un mayor acceso a la oferta y 
gestión de las políticas públicas, situación que 
contrasta con la intervención centralizada y 
sectorial que caracterizó la práctica del desarrollo 
rural en el pasado.  Esta institucionalidad 
emergente debe permitir vincular la comunidad de 
la agricultura y la vida rural con la sociedad 
mundial del conocimiento, desarrollar nuevos 
estilos de cooperación entre los organismos 
internacionales y los países, y movilizar recursos 
nacionales e internacionales para invertir en la 
agricultura y en los territorios comunidades 
rurales.   

El enfoque propuesto también tiene implicaciones 
para el tipo de inversiones que demandan los 
territorios rurales.  En esencia, se trata de promover 
un mayor equilibrio rural-urbano, que contribuya a 
reducir las brechas de desarrollo que separan estos 
espacios geográficos.  El enfoque territorial destaca 
la importancia de que las inversiones contribuyan a 

garantizar la cohesión social al interior de los 
territorios rurales y la cohesión territorial entre 
dichos territorios y el resto del espacio nacional.   
En ese sentido, las inversiones rurales deben 
contribuir a facilitar el uso sostenible de los 
recursos naturales; desarrollar la infraestructura y 
servicios que vuelvan las actividades rurales 
agrícolas y no-agrícolas más competitivas, 
remunerativas y sostenibles; desarrollar el capital 
humano y social en el sector rural para mejorar las 
destrezas de la población y la capacidad de 
cooperación; desarrollar empresas e instituciones 
rurales que fortalezcan los vínculos entre el campo 
y la ciudad y la generación de actividades de valor 
agregado y mayores ingresos. 

Como respuesta a las demandas derivadas de los 
planteamientos anteriores, en su Plan de Mediano 
Plazo para el período 2002-2006 el IICA destaca 
como líneas de acción estratégica en desarrollo 
rural: (a) el tema de las estrategias, políticas e 
inversiones para el desarrollo rural sostenible; y (b) 
la modernización y el desarrollo institucional.  El 
Instituto pretende fortalecer su capacidad técnica y 
la de sus socios institucionales para la formulación 
de estrategias regionales y nacionales de desarrollo 
rural desde una perspectiva territorial. En materia 
de modernización y desarrollo institucional el IICA 
apoya el desarrollo y modernización de 
mecanismos institucionales para el desarrollo rural 
sostenible, incluyendo modelos de gestión del 
desarrollo a nivel local y nacional, que incorporen 
explícitamente componentes de gobernabilidad y 
ciudadanía rural.   
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